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CAPÍTULO I

LA JUSTIFICACIÓN DE DATOS ORIGINADOS 
EN PERIODOS PRESCRITOS FRENTE 

AL EJERCICIO DE LA POTESTAD 
DE COMPROBACIÓN TRIBUTARIA

1. � INTRODUCCIÓN. ÁMBITO OBJETIVO DEL ESTUDIO 
PROPUESTO

Es sabido que el ordenamiento jurídico atribuye a la Administración Tri-
butaria, entre otras, la potestad de comprobar e investigar los hechos, actos o 
circunstancias que conforman las obligaciones tributarias materiales y forma-
les a cargo de quienes están llamados a su correcto cumplimiento. El art. 115.1 
de la LGT/2003, en su párrafo primero, no es sino un mandato dirigido a la 
Administración a fin de que haga efectivos, en la fase de aplicación de los 
tributos, los principios de justicia tributaria consagrados en el art. 31.1 CE.

Sin embargo, el ejercicio de esas facultades comprobadoras e investiga-
doras debe estar sometido a límites temporales dirigidos a actuar de diques 
de contención frente a una descuidada o negligente defensa del interés públi-
co que, amparándose en un pretendido ejercicio sine die de dichas faculta-
des, pudiese debilitar o erosionar de manera injustificada la posición jurídica 
del obligado tributario. Se trata así de evitar que la Administración incurra 
en una excesiva inactividad temporal, la cual convertiría al ente público en 
depositario de unas potestades huérfanas de utilidad real para conseguir el 
fin atribuido por la ley, que no es otro que la satisfacción o cumplimiento del 
interés general. Las dos grandes técnicas en las que ha venido apoyándose 
el legislador para poner coto a esas posibles dilaciones ante una prolongada 
inactividad administrativa son la caducidad y la prescripción. Desde esta 
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perspectiva, ambos mecanismos están orientados por igual a salvaguardar la 
seguridad jurídica (art. 9.3 CE) y a garantizar el principio constitucional de 
eficacia de las Administraciones públicas (art. 103.1 CE), por lo que tanto 
la caducidad como la prescripción pueden servir de revulsivo para que los 
entes públicos mejoren su grado de eficacia y eficiencia en el ejercicio de las 
potestades que el ordenamiento les confiere  1.

La ausencia formal de actividad por la Administración y las consecuen-
cias que a ello le asocia el ordenamiento jurídico constituyen elementos de 
fortalecimiento del principio de legalidad en un Estado de Derecho. Por ello, 
el legislador se ve en el deber de conjugar de manera equilibrada la legitimi-
dad de los intereses particulares (derechos subjetivos de los administrados) 
con la necesidad de que las potestades administrativas se ejerciten en un 
plazo razonable de tiempo (interés general de la comunidad). Así, ni el inte-
rés particular puede estar expuesto sine die a una inactividad administrativa 
abusiva o descuidada con el factor tiempo, ni el interés público puede resul-
tar frustrado por esa misma circunstancia ante una falta de diligencia debida 
en el actuar de la Administración  2.

Como consecuencia de lo anterior, es preciso circunscribir el ejercicio 
de las facultades administrativas a periodos temporales en los que, razona-
blemente, pueda verse satisfecho el interés general, aunque este último se 
logre por medios diversos. A este respecto, se han distinguido dos catego-
rías de facultades en atención a los distintos efectos que la prescripción o la 
caducidad pueden desplegar frente a su titular, la Administración, y frente 
a terceros. De un lado, estarían las facultades de modificación jurídica y de 
otro las facultades de exigencia  3.

Con las primeras, la Administración incide en la configuración de una 
situación o de una posición jurídica, constituyéndola, modificándola o extin-
guiéndola, mientras que con las segundas el titular de la potestad adminis-
trativa puede dirigirse a otra persona exigiéndole una acción o una omisión  4. 
Nos interesa destacar esta diferenciación conceptual porque, a nuestro jui-
cio, las potestades administrativas de comprobación e investigación tributa-
ria participarían de las notas de la segunda categoría, y ello porque la posi-
ción jurídica de los obligados tributarios no viene determinada, constituida 
o modificada por el ejercicio de tales facultades sino que está estrictamente 
configurada por la ley, habida cuenta del origen ex lege de las obligaciones 
tributarias materiales y formales. Es decir, el poder público que la Adminis-
tración ostenta en el plano aplicativo de los tributos tiene efectos declarati-
vos o, a lo sumo, tendencialmente modificativos (autotutela declarativa y au-

1  Vid. V. Aguado i Cudolà, Prescripción y caducidad en el ejercicio de potestades administrati-
vas, Madrid-Barcelona, Marcial Pons, 1999, pp. 20-21.

2  Vid. ibid., pp. 22-23.
3  Vid. ibid., p. 25.
4  Ibid., pp. 25-26.
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totutela ejecutiva), pero nunca constitutivos de un nuevo status jurídico para 
el obligado tributario. El acto administrativo por antonomasia en los proce-
dimientos de aplicación de los tributos, la liquidación tributaria, es un acto 
declarativo de un derecho de crédito a favor de la Administración o de una 
devolución pecuniaria favorable al obligado tributario, pero en modo alguno 
configura los elementos esenciales de una nueva relación jurídica. Así pues, 
realmente lo único que puede hacer la Administración Tributaria es exigirle 
a dicho sujeto que cumpla con tales obligaciones, para lo cual la ley pone a 
disposición de aquella un amplio elenco de facultades —sustancialmente re-
conducibles a la comprobación/liquidación y a la recaudación del tributo— 
respecto a las cuales el ente público debe evitar un uso intempestivo de las 
mismas, so pena de incurrir en unas actuaciones manifiestamente ineficaces 
o irrelevantes a los fines de las atribuciones conferidas por el ordenamiento.

Sobre este particular, se ha resaltado que los únicos elementos nece-
sarios para que la prescripción extintiva opere como tal son la ausencia de 
actuación por las dos partes de la relación jurídica y el mero transcurso del 
tiempo  5. De todos modos, cuando lo que está en juego es la eventual extin-
ción del crédito tributario, la inactividad no afecta por igual a ambas partes 
ya que, obviamente, el paso del tiempo tiende a beneficiar al deudor y a 
perjudicar al acreedor. Por ello, siendo este último el titular fiduciario del in-
terés público, razones de pura lógica jurídica llevan a sostener que será tam-
bién la Administración la que intente evitar un debilitamiento de su posición 
como sujeto activo del tributo. Es decir, focalizándose en todo caso los efec-
tos extintivos del transcurso del tiempo en la obligación tributaria principal, 
lo cierto es que la inactividad del acreedor tributario ocasiona consecuen-
cias diferentes según que esa falta de actuación incida sobre las potestades 
de autotutela declarativa (inactividad relativa a la liquidación) o sobre las 
potestades de autotutela ejecutiva (inactividad relativa a la recaudación)  6. 
Siguiendo a Falcón, en relación con las primeras, la ausencia de actividad 
administrativa provocará la prescripción del derecho a liquidar, derivando 
ello en una inalterabilidad de la obligación tributaria, mientras que la falta 
de ejercicio de la autotutela ejecutiva determinará la prescripción de la ac-
ción recaudatoria, ocasionando una inexigibilidad de dicha obligación  7. En 
esta misma línea de razonamiento, el citado autor considera que se está en 
presencia de dos prescripciones distintas, aunque volcadas ambas sobre la 
misma prestación pecuniaria, por lo que «más que de prescripción del dere-
cho a liquidar y prescripción de la acción recaudatoria, habría que hablar de 
prescripción de la obligación tributaria “provocada por” la no actuación del 
“derecho” a liquidar, en el primer caso, y de prescripción de la obligación 

5  Vid. M. Fernández Junquera, La prescripción de la obligación tributaria. Un estudio jurispru-
dencial, Elcano, Aranzadi, 2001, p. 17.

6  Vid. V. M. Sánchez Blázquez, La prescripción de las obligaciones tributarias, Madrid, Asocia-
ción Española de Asesores Fiscales, 2007, pp. 46-47.

7  Vid. R. Falcón y Tella, La prescripción en materia tributaria, Madrid, La Ley, 1992, p. 79.
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tributaria “provocada por” el no ejercicio de la “acción” recaudatoria, en 
el segundo»  8. O, siendo todavía más preciso, cuando la LGT se refiere a la 
«prescripción del derecho a liquidar» lo que quiere dar a entender es que se 
produce «la prescripción de la obligación tributaria como consecuencia de 
la no actuación de la potestad liquidatoria», mientras que cuando alude a la 
«prescripción del derecho a exigir el pago» pretende referirse a «la prescrip-
ción de la obligación tributaria como consecuencia de la no actuación de la 
potestad recaudatoria»  9. Es decir, el objeto de la prescripción es siempre el 
mismo, la obligación tributaria, por lo que esa aparente duplicidad de «dere-
chos» (a liquidar y a exigir el cobro de deudas liquidadas) cabe reconducirla 
a un único bien jurídico protegido, el crédito tributario, ya que solo en este 
último confluye la interrelación recíproca que existe entre la facultad para 
determinar la deuda y la acción para exigir su pago  10.

En cualquier caso, la prescripción de las deudas tributarias encuentra su 
principal fundamento en dos valores jurídicos de rango constitucional: la 
seguridad jurídica y la capacidad económica. El primero de ellos pretende 
neutralizar una situación de inestabilidad o pendencia indefinida que colo-
que a la Administración en una posición de privilegio frente al obligado al 
pago  11. La prescripción aporta certeza a las relaciones jurídicas y sanciona 
la negligente conducta de la Administración cuando esta demuestra pasivi-
dad en la defensa del interés público que rodea a la obligación tributaria  12. 
Por su parte, la capacidad contributiva o capacidad de pago pugna abierta-
mente con una dilación excesiva entre el momento en que se realiza el hecho 
imponible y aquel otro en que se cumple la obligación o recauda el tributo  13. 

8  Ibid., p. 79.
9  Vid. R. Falcón y Tella, «La imprescriptibilidad del “derecho a comprobar e investigar” (que 

no es un “derecho”, sino una potestad) y los límites derivados de la buena fe y la confianza legítima», 
Quincena Fiscal, núm. 20, 2014 (versión electrónica: BIB 2014/4013), p. 2.

10  Vid. V. M. Sánchez Blázquez, La prescripción de las obligaciones..., op. cit., pp. 97-98; y 
M. Pont Mestres, La prescripción tributaria ante el derecho a liquidar y el derecho a recaudar y cues-
tiones conexas, Madrid-Barcelona-Buenos Aires, Marcial Pons, 2008, p. 90.

11  Sobre la seguridad jurídica como valor constitucional y derecho del ciudadano, vid. C. García 
Novoa, El principio de seguridad jurídica en materia tributaria, Madrid-Barcelona, Marcial Pons, 2000, 
pp. 33-44.

12  Vid. M. Díez Alegría, «La extinción de la obligación tributaria», Revista de Derecho Financiero 
y Hacienda Pública, núm. 68, 1967, p. 63; J. J. Ferreiro Lapatza, «La extinción de la obligación tribu-
taria», Revista de Derecho Financiero y Hacienda Pública, núm. 77, 1968, p. 1061; A. Génova Galván, 
«La prescripción tributaria», Civitas - Revista Española de Derecho Financiero, núm. 57, 1988, p. 38; 
M. Vega Herrero, La prescripción de la obligación tributaria, Valladolid, Lex Nova, 1990, pp. 12 y 31; 
R. Falcón y Tella, La prescripción..., op. cit., pp. 67-71; A. F. Martín Cáceres, La prescripción del 
crédito tributario, Madrid, IEF-Marcial Pons, 1994, pp. 217 y ss.; M. Fernández Junquera, La pres-
cripción de la obligación tributaria..., op. cit., pp. 17-20; C. García Novoa, Iniciación, interrupción y 
cómputo del plazo de prescripción de los tributos, Madrid-Barcelona-Buenos Aires, Marcial Pons, 2011, 
pp. 30-35; M. Guerra Reguera, Prescripción de deudas tributarias, Cizur Menor, Aranzadi, 2013, 
pp. 21-22; y L. A. Martínez Giner, «La seguridad jurídica como límite a la potestad de comprobación 
de la Administración Tributaria. Doctrina de los actos propios y prescripción del fraude de ley», Quince-
na Fiscal, núm. 20, 2015 (versión electrónica: BIB 2015/17116), pp. 7-9.

13  Vid. J. J. Ferreiro Lapatza, «La extinción de la obligación...», op. cit., pp. 1064-1065 y 1070-
1071.




